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INTRODUCCIÓN




 







  

    

      

        
Los
        fraudes de los autónomos y pequeñas empresas, así como de
        los
        parados que cobran 
      
    
  


  

    

      

        

          
prestaciones
          por desempleo
        
      
    
  


  

    

      

        
 y
        trabajan en la economía sumergida son analizados
        exhaustivamente por
        los técnicos de Hacienda año tras año.  Sin embargo, entre
        los
        principales focos de economía sumergida se encuentran
        también las
        operaciones de compraventa inmobiliaria de carácter
        especulativo, lo
        cual supone más de 8.000 millones anuales de evasión
        fiscal, o los
        profesionales liberales que trabajan por su cuenta y que,
        en
        ocasiones, no emiten facturas por sus honorarios completos.
        En
        España, la tasa de fraude se sitúa en el 23,3% del PIB, más
        del
        doble que en otros países de nuestro entorno, como Alemania
        o
        Francia, lo que se traduce en unos 245.000 millones de
        euros que
        escapan todos los años del control del Fisco. Por este
        motivo, se
        hace muy necesaria la aplicación de medidas adecuadas para
        atajar la
        economía sumergida. 
      
    
  




 







 







  

    

      

        
El
        aumento del 
      
    
  


  

    

      

        

          
desempleo
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        las subidas de impuestos y los descensos en el consumo han
        provocado
        un recrudecimiento de la crisis y la intensificación de la
        actividad “en B” o no controlada de forma fiscal.
      
    
  




 








  
Los
  tipos de fraude más frecuentes




 








  
En
  estos últimos años, entre los fraudes más habituales se
  encuentran:



  
	


        

  
La
          confección de facturas por falsas ventas.


        

  
	


        

  
La
          contratación de trabajadores evitando las
  correspondientes
          altas (eludiendo el pago de las cotizaciones a la
  Seguridad
          Social o de las retenciones a cuenta del IRPF).


        

  
	


        

  
La
          contratación de personas que compatibilizan su trabajo
  con el
          cobro de una prestación.


        

  
	


        

  
La no
          declaración de actividades realizadas.


        

  
	


        

  
El cobro
          de subvenciones indebidas.


        

  
	


        

  
La no
          prestación de servicios contratados.


        

  
	


        

  
La
          realización de operaciones internacionales
  fraudulentas.


        

  
	


        

  
La ocultación
          de capitales.


        

  
	


        

  
La
          utilización de facturas sin IVA. Se estima que las cuotas
  de
          IVA que se han dejado de ingresar en el último año
  podrían
          acercarse a 18.000 millones de euros.








 







 







  
Los
  efectos que para la sociedad en general tiene la economía
  sumergida
  son también muy negativos. Una de las consecuencias es la
  reducción
  de los impuestos recaudados. Si un empresario no da de alta al
  trabajador o este cotiza por un número de horas menor y cobra una
  cantidad «en negro», deja de pagar un porcentaje que permite el
  sostenimiento del estado de bienestar. Todo ello repercute de
  manera
  negativa en la posibilidad de realizar infraestructuras, dar
  servicios o pagar subsidios.





  
La
  economía sumergida no contribuye a sostener los gastos, pero
  estos
  trabajadores sí disfrutan de los servicios que ofrece el Estado,
  las
  comunidades autónomas o la Administración local: acuden a la
  sanidad pública, transitan por las carreteras, asisten a colegios
  y
  bibliotecas. Restan calidad de vida a quienes contribuyen a
  mantener
  estos servicios e incluso les quitan la posibilidad de acceder a
  ellos. Esto supone una desincentivación de los comportamientos
  responsables. Las personas y empresas que actúan de manera
  adecuada,
  pagan el IVA de sus productos y cotizan a la Seguridad Social en
  sus
  trabajos podrían plantearse proceder de igual modo.




  
Todo
  ello es, a su vez, una distorsión de los índices macroeconómicos
  y
  de las políticas sociales y económicas que se basan en ellos. Las
  tasas de desempleo o los accidentes laborales no son reales
  porque, al no tener en cuenta el trabajo realizado en la economía
  sumergida, no es posible cuantificar qué sucede de verdad.





  
El
  riesgo de pobreza extrema es mayor también en los países donde
  abunda el empleo en precario. Al no tener ningún respaldo del
  sistema (en forma de subsidios de desempleo, pensiones por
  jubilación
  o viudedad, bajas laborales, etc.), la persona, ante un largo
  periodo
  sin trabajo, puede verse abocada a la exclusión social.




 








  
Con
  frecuencia, quienes contratan a personas «sin papeles» se
  benefician de un trabajo cualificado y muy pocos gastos, porque
  se
  ahorran todos los costes que suponen las cotizaciones que
  deberían pagar cada mes por las personas que les prestan sus
  servicios. 





 







  

    

      

        
Sin
        embargo, las empresas también son imagen de cara al
        exterior, y la
        proyectada por quienes no cumplen con sus obligaciones
        legales no es
        buena. El prestigio es uno de los aspectos que impulsa el
        crecimiento
        de los negocios, y con la explotación laboral se consigue
        dinero,
        pero no una buena reputación. Las compañías que despojan de
        sus derechos a los trabajadores pueden ser descubiertas en
        las
        inspecciones laborales y fiscales. Cuando esto ocurre, se
        les imponen
        graves 
      
    
  


  

    

      

        

          
sanciones
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        Las empresas que operan de esta manera tienen mayores
        dificultades
        para consolidarse en el mercado y pervivir a lo largo del
        tiempo.
      
    
  





  
Otro
  de los efectos negativos para los negocios defraudadores es su
  dificultad para acceder a subvenciones públicas u otro tipo de
  inversiones, ya que para ello tienen que aportar una
  documentación
  que podría desenmascararles.





  
En
  el otro extremo destacan las compañías que sí cumplen con sus
  obligaciones fiscales y con los trabajadores, las más
  perjudicadas
  por quienes operan en la economía sumergida. Además de sufrir una
  competencia desleal (pueden hacer el trabajo más barato al no
  cobrar
  el IVA o no pagar la Seguridad Social de sus empleados), crece
  la carga fiscal a la que deben hacer frente los negocios
  legales.




  

    

      

        
Los
        efectos negativos de la economía sumergida también se notan
        al
        cobrar la pensión por 
      
    
  


  

    

      

        

          
jubilación
        
      
    
  


  

    

      

        
. Quienes
        hayan cotizado menos tiempo del estipulado no tendrán
        derecho a
        recibir esta renta, que disminuirá para quienes hayan
        realizado
        trabajos de espaldas a la normativa durante periodos
        largos. La
        persona que haya cotizado por media jornada -aunque hiciera
        la
        jornada completa-, o quien haya sido contratado con una
        categoría
        inferior a la que después desempeñara, también se verá
        perjudicado de manera grave.
      
    
  





  
Un
  empleado sin contrato sufre un grave deterioro en sus condiciones
  laborales al carecer de los mínimos derechos, como seguridad,
  vacaciones u horario.




 







  

    

      

        
Esta
        situación redunda en la dificultad de 
      
    
  


  

    

      

        

          
conseguir
          un trabajo
        
      
    
  


  

    

      

        
 legal,
        porque es frecuente que la propia vida laboral permita
        cambiar a un
        empleo mejor. Sin un currículum que acredite la experiencia
        es
        más difícil dar el salto. Cuando el nuevo trabajo es en la
        Administración pública, por medio de concursos o bolsas de
        empleo,
        la situación es más complicada. De igual manera, la
        formación que
        reciben los trabajadores a través de las organizaciones
        sindicales o
        empresariales solo está al alcance de los empleados
        legales. 
      
    
  





 







  

    

      

        
Aunque
        en España el trabajo no declarado siempre ha sido
        frecuente, la
        crisis ha favorecido que cada vez más personas recurran a
        la
        economía sumergida para ganar un salario. A menudo, es el
        único
        dinero que entra en casa o el complemento de sueldos y
        
      
    
  


  

    

      

        

          
subsidios
        
      
    
  


  

    

      

        
 de
        escasa cuantía. Sin embargo, a largo plazo, supone el
        acceso a un
        círculo vicioso que conlleva una precarización de la vida
        laboral y
        personal, además de un aumento de los índices de
        pobreza.
      
    
  




  

    

      

        
Trabajar
        sin contrato genera una gran desprotección en todos los
        ámbitos:
        social, médico, económico o laboral. El hecho de tener un
        accidente
        que impida al empleado desempeñar su labor le condena a
        pasar un
        tiempo sin percibir ningún tipo de ingreso por baja, al
        carecer de
        coberturas ante un siniestro. Si falleciera sin haber
        cotizado a la
        Seguridad Social el tiempo establecido, su cónyuge tampoco
        tendría
        una 
      
    
  


  

    

      

        

          
pensión
          de viudedad
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        Y en caso de despido, el empleado tampoco tiene por qué
        percibir una
        indemnización del empresario, ya que no está contratado de
        manera
        legal.
      
    
  




  

    

      

        
Trabajar
        sin contrato genera una gran desprotección en todos los
        ámbitos.
        Otro de los inconvenientes con el que se encuentran
        quienes, aunque
        han trabajado, no han cotizado a la Seguridad Social es que
        no
        tienen derecho a cobrar una prestación o subsidio por
        desempleo. Si
        la persona tiene contrato pero ha cobrado «en negro» una
        parte de
        sus horas, estas tampoco se computan para conseguir una
        cantidad más
        elevada de 
      
    
  


  

    

      

        

          
paro
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        De la misma manera, si en una inspección laboral se
        descubren
        trabajos no declarados, es posible una sanción y la
        retirada de la
        prestación o el subsidio que se perciba.
      
    
  





  
El
  sector inmobiliario es objeto de una vigilancia especial, ya que
  se
  trata de una fuente «importante» de fraude al Fisco. 





 








  
Entre
  la necesidad y el fraude





  
Todos,
  en mayor o menor medida, por acción o por omisión, mentimos. Lo
  hacemos en la medida que no decimos lo que pensamos o que decimos
  lo
  que no pensamos o no sabemos, o incluso lo que sabemos incierto.
  La
  pérdida de la espontaneidad es un proceso evolutivo cuyas etapas
  vamos consumiendo desde niños, conforme se asienta en nosotros la
  convicción de que la sinceridad no siempre es posible ni
  conveniente
  porque puede causar perjuicios al receptor de la comunicación, o
  al
  propio emisor.





  
Hay
  mentiras socialmente más positivas que ciertas verdades
  incontestables: son muchas las situaciones en que una mentira
  sabiamente trasmitida genera un efecto beneficioso, o cuando
  menos
  paliativo, como para que establezcamos categorías morales
  radicales
  sobre esta aparente dicotomía ética: verdad-mentira. Si a esto
  unimos que todos, antes o después, mentimos u ocultamos verdades
  relevantes, quizá convendría desdramatizar el hecho de la mentira
  para poder así abordarlo con más sensatez y sentido de la
  medida.





  
La
  intención cuenta, y mucho





  
Según
  el diccionario mentir es “decir algo que no es verdad con
  intención
  de engañar”. Y si buscamos una definición más académica, nos
  topamos con “expresión o manifestación contraria a lo que se
  sabe, cree o piensa”. Así que quien engaña o confunde sin ser
  consciente de hacerlo, no miente: simplemente trasmite a los
  demás
  su propia equivocación.





  
La
  relación que cada persona mantiene con la mentira -además de
  decir
  mucho de ella-, es bien distinta a la de los demás. Hay quienes
  sólo
  recurren a la mentira cuando es compasiva, o cuando les
  proporciona
  resultados positivos sin generar engaño importante o si se trata
  de
  un asunto banal. Y también los hay que mienten a menudo, casi por
  costumbre y sólo en temas poco relevantes. Pero no podemos
  olvidar a
  quienes mienten esporádicamente pero a conciencia, generando daño
  a
  los demás o persiguiendo beneficios personales. Y también los hay
  que mienten, o callan verdades necesarias, por timidez, por
  vergüenza
  o por falta de carácter.





  
Por
  último, citemos a los mentirosos patológicos, que mienten con una
  facilidad pasmosa, ya sea por conveniencia ya por una absoluta y
  cínica falta de respeto a la verdad.





  
¿Por
  qué mentimos?





  
Algunas
  personas no mienten nunca (o casi nunca) por razones bien
  distintas
  de la ética: por miedo a ser descubiertos, por pereza (no hay que
  recordar los detalles de la mentira en el futuro), por orgullo
  (“¿cómo voy a caer yo tan bajo?”)… Pero, si lo pensamos bien,
  razones bien similares son las que pueden impulsarnos a mentir u
  omitir, en determinadas circunstancias, lo que pensamos o
  sabemos.
  Porque verdades como puños muy inoportunas, o que ofenden o
  incordian. Tan importante como el hecho de mentir o decir la
  verdad
  es la intención con que se hace una u otra cosa. Y he ahí el
  verdadero dilema moral. Una mentira que a nadie daña o incluso
  reporta beneficio a su destinatario puede ser más defendible que
  una
  verdad que causa dolor innecesariamente. Mentimos por muchas
  razones:
  por conveniencia, odio, compasión, envidia, egoísmo, o por
  necesidad, o como defensa ante una agresión… pero dejando al
  margen su origen o motivación, no todas las mentiras son iguales.
  Las menos convenientes para nuestra psique son las mentiras en
  que
  incurrimos para no responsabilizarnos de las consecuencias de
  nuestros actos. Y las menos admisibles son las que hacen daño,
  las
  que equivocan y las que pueden conducir a que el receptor adopte
  decisiones que le perjudican. Concluyamos, por tanto, que los dos
  parámetros esenciales para medir la gravedad de la mentira son la
  intención que la impulsa y el efecto que causa.





  
Ocultar
  y falsear





  
Quien
  oculta la verdad retiene parte de una información que para el
  interlocutor puede ser interesante pero, en sentido estricto, no
  falta a la verdad. Sin embargo, quien falsea la realidad da un
  paso
  más, al emitir una información falsa con etiqueta de real.
  Resulta
  más fácil mentir por omisión (no se necesita urdir historias
  inciertas, y hay menos posibilidades de ser descubierto) y
  socialmente este tipo de engaño se tiene por menos censurable, a
  pesar de que puede resultar tanto o más dañino e inmoral que la
  mentira activa. Se recurre asimismo al falseamiento cuando se
  ocultan
  emociones o sentimientos que aportan información relevante al
  interlocutor, en la medida que pueden inducirle a error de
  interpretación o a iniciar acciones inadecuadas.





  
También
  podemos mentirnos a nosotros mismos, por evitar asumir alguna
  responsabilidad, o por temor a encarar una situación
  problemática,
  o por la dificultad que no supone reconocer un sentimiento o
  emoción.
  Invariablemente, antes o después, este autoengaño nos lleva a
  mentir a los demás.





  
Otras
  formas de mentir son las “verdades a medias” (el mentiroso niega
  parte de la verdad o sólo informa de parte de ella) y las
  “verdades
  retorcidas”, en las que se dice la verdad pero de un modo tan
  exagerado o irónico que el interlocutor, casi ridiculizado, la
  toma
  por no cierta.





  
La
  mentira tiene sus clases





  
La mentira
  racional persigue un interés concreto, es malévola y se emite
  con al intención de perjudicar o engañar. En la mentira
  emocional, lo que se dice o hace no concuerda con la situación
  emocional de la persona. Y en la mentira conductual hacemos
  creer que somos lo que no somos: más jóvenes, mejor informados,
  menos anticuados… Pero hay también otras clases de mentiras:
  chismes, rumores y las mentiras piadosas: . El mentiroso no tiene
  edad y la mentira puede darse en todo el ciclo de vida. Veamos lo
  que
  apunta De Vries :”El niño es mentiroso en la medida en que sus
  fantasías se hacen presentes para confundirlas con realidades. El
  adolescente lo es cuando su encuentro con el mundo real le causa
  frustraciones. El joven miente porque no se ve capaz de afrontar
  las
  verdades que le contrarían. El adulto es mentiroso cuando no ha
  superado los obstáculos que le ha puesto la vida, y engaña para
  sentirse el triunfador que nunca ha sido. Y el anciano miente
  cuando
  no se perdona los errores que ha cometido a lo largo de su
  existencia”.





  
Nuestra
  relación con la mentira (con qué frecuencia mentimos y qué
  gravedad tienen esas mentiras) la podemos ver como un baremo que
  mide
  nuestro grado de responsabilidad y madurez, cómo afrontamos las
  frustraciones, y si mostramos una coherencia en las actitudes y
  comportamientos en nuestra vida.





  
Mentira
  y confianza





  
El
  cimiento sobre el que se edifican las relaciones humanas es la
  confianza. La relación entre los seres humanos no precisaría de
  la
  confianza si fuéramos transparentes, pero no lo somos: el
  descubrimiento absoluto de nuestra intimidad, al contener
  propósitos
  e intenciones que podrían torpedear el diálogo, frenaría la
  relación social. Recurrimos, todos, a un protocolo de
  comunicación,
  y el fingimiento, el disimulo y la mentira son -aunque cueste
  reconocerlo- componentes esenciales de ese convenio. No somos
  igual
  de sinceros ante unos que ante otros, esto es obvio. Todos
  mostramos
  un cierto grado de opacidad ante los demás. Y no siempre más
  sinceridad genera una mayor confianza. La información es poder:
  saberlo todo sobre alguien equivale a una forma de posesión. Y en
  cierto sentido, la hondura de la amistad o del amor se miden por
  el
  grado de conocimiento recíproco de la intimidad, y por la
  confianza
  existente entre los interlocutores. La confianza es una actitud
  básica, porque preside la totalidad de las interacciones. La
  necesitamos, pero la usamos en las dosis que, según nuestro
  criterio, cada caso precisa. En el momento que surge la
  comunicación
  con otra persona hemos de depositar en ella cierto grado de
  confianza, que es el termómetro de la implicación y vinculación
  que mantenemos con esa persona. Apostar por la confianza del otro
  es
  considerarle de fiar.





  
Fiarse
  de alguien significa creer que las probabilidades de ser engañado
  son muy escasas o inexistentes. Si queremos ser creíbles, gozar
  de
  la confianza ajena, tendremos que olvidar el engaño, la mentira.
  El
  crédito que tenemos ante los demás es un tesoro frágil y no
  perenne, ya que se actualiza y revisa en cada acción, en cada
  diálogo, que acaban convirtiéndose en una constante prueba de
  confianza. Es responsabilidad de cada uno de nosotros
  relacionarnos
  desde la verdad, lo que no implica el ofrecimiento de toda la
  intimidad. Cada cual y en cada momento ha de valorar qué y cuánto
  de su intimidad quiere participar al otro.





  
La
  mentira puede hacer daño al destinatario pero en última instancia
  a
  quien más perjudica es al mentiroso, ya que le convierte en una
  persona poco fiable, indigna de confianza y carente de crédito.
  Lo
  dice el refrán: “En la persona mentirosa, la verdad se vuelve
  dudosa”.





  
Algunas
  verdades sobre la mentira



  
	

        

  
Hay
          muchas clases de mentira: algunas pueden ser
  convenientes, pero lo
          más correcto es recurrir al engaño lo menos
  posible.


        

  
	

        

  
Sin
          intención de engañar, no hay mentira.


        

  
	

        

  
La
          intención que la motiva y los efectos que causa definen
  la gravedad
          de una mentira.


        

  
	

        

  
La
          mentira es tan dañina para quien la recibe como para
  quien recurre
          a ella.


        

  
	

        

  
Una
          nos lleva a otra, y puede marcar (siempre negativamente)
  nuestra
          manera de relacionarnos con los demás.


        

  
	

        

  
El
          mentiroso es un inseguro, o egoísta, o irresponsable, o
  inmaduro. O
          todo ello a la vez.


        

  
	

        

  
Una
          de las más perniciosas clases de mentira es el
  autoengaño. Si nos
          creemos y mostramos como no somos, nunca sabremos si nos
  quieren o
          desprecian a nosotros o a la imagen fraudulenta que nos
  hemos
          fabricado.
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Un
        impago de impuestos a la Administración en el periodo
        voluntario
        puede conllevar recargos, multas, sanciones e, incluso, el
        embargo de
        los bienes del contribuyente. La falta de liquidez ha
        agravado la
        situación en el momento de abonar los impuestos y, por
        tanto, las
        deudas de los contribuyentes con la Administración han ido
        aumentando en estos años de crisis económica. Así, hay
        muchas personas que, sin pretenderlo, presentan deudas con
        la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Agencia
          Tributaria
        
      
    
  


  

    

      

        
 porque
        no pueden hacer frente a lo que deben. ¿Qué consecuencias
        tiene una acumulación de deudas con Hacienda? 
      
    
  





 







  

    

      

        
La
        mayor tasa de morosidad se concentra en el 
      
    
  


  

    

      

        

          
IVA
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        seguido del Impuesto de Sociedades y el IRPF. Esto
        significa que son
        las empresas las que más se retrasan en el pago de
        tributos, algo
        lógico, debido al deterioro de la actividad
        económica.
      
    
  





  
Demorarse
  en el abono de un impuesto puede motivar la aplicación de
  recargos ejecutivos, por lo que se aconseja tener presentes las
  fechas de vencimiento de pagos de las deudas, para evitar
  penalizaciones por retardos e, incluso, embargos.




  

    

      

        
El
        cobro de las deudas tributarias es un poder atribuido a la
        Administración. Las entidades financieras están autorizadas
        para
        desempeñar el servicio de caja en administraciones y
        delegaciones y,
        aunque no tienen responsabilidad en la gestión ni son
        consideradas
        órganos de recaudación, sí actúan como entidades
        colaboradoras a
        la hora de recaudar los 
      
    
  


  

    

      

        

          
impuestos
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        La recaudación de estos tributos puede realizarse en
        periodo
        voluntario o en periodo ejecutivo. Sin embargo, cuando los
        pagos
        no se abonan en estos tiempos, la Administración puede
        proceder al
        embargo de los bienes del contribuyente hasta satisfacer
        por completo
        la deuda.
      
    
  



  
	

        

  
El
          pago de los impuestos en periodo voluntario.








  

    

      

        
Según
        el artículo 62 de la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          58/2003 General Tributaria, de 17 de diciembre de
          2003
        
      
    
  


  

    

      

        
,
        las liquidaciones practicadas por la Administración deberán
        abonarse en periodo voluntario:
      
    
  



  
	

        

  
Si
          la notificación de la liquidación se realiza entre los
  días 1 y
          15 de cada mes, se debe abonar el impuesto en periodo
  voluntario
          desde la fecha en que se recibe el aviso hasta el día 20
  del mes
          posterior o, si este no es hábil, hasta el inmediato día
  hábil
          siguiente.


        

  
	

        

  
Si
          la comunicación de la liquidación se hace entre los días
  16 y
          último de cada mes, se debe pagar el impuesto desde la
  fecha de
          recepción de la advertencia hasta el día 5 del segundo
  mes
          posterior o, si este no es hábil, hasta el inmediato día
  hábil
          siguiente.


        

  
	

        

  
Las
          deudas de notificación colectiva y periódica, que no
  tienen un
          plazo específico establecido en sus normas, tienen que
  abonarse
          entre el día 1 de septiembre y el 20 de noviembre o, si
  este no es
          hábil, hasta el inmediato día hábil siguiente.


        

  
	

        

  
Las
          deudas que han de pagarse mediante efectos timbrados se
          sufragarán en el momento de la realización del hecho
  imponible, si
          no hay otro plazo en su normativa específica.


        

  
	

        

  
Las
          deudas tributarias aduaneras y fiscales derivadas de
          operaciones de comercio exterior deben abonarse en el
  plazo
          establecido por su propia normativa.


        

  
	

        

  
El
          abono de los impuestos en periodo ejecutivo.









  
Cuando
  el contribuyente no abona la deuda en periodo voluntario, se
  inicia
  la recaudación en periodo ejecutivo, de acuerdo con el artículo
  161.1 de la Ley General Tributaria. La recaudación se efectúa
  por el procedimiento de apremio, mediante la notificación de una
  providencia de apremio que es, según señala el artículo 70 del
  Reglamento General de Recaudación, el acto de la Administración
  que ordena la ejecución contra el patrimonio del deudor.





  
Hay
  tres tipos de recargos en este tiempo:



  
	


        

  
Ejecutivo:
          es un recargo del 5% y se aplica cuando se satisface la
  totalidad de
          la deuda no ingresada en periodo voluntario, antes de la
          notificación de la providencia de apremio.


        

  
	

        

  

    

      

        
De
                apremio reducido: este recargo del 10% se asigna
        cuando se satisface
                la totalidad de la deuda no ingresada en periodo
        voluntario y el
                propio recargo, antes de que finalice el plazo
        previsto en el
                artículo 62.5 de la Ley General Tributaria para el
        ingreso de
                las 
      
    
  


  

    

      

        

          
deudas
        
      
    
  


  

    

      

        
 en
                periodo ejecutivo notificadas mediante providencia
        de apremio.
      
    
  


        

  
	

        

  
De
          apremio ordinario: se aplica un recargo del 20% cuando no
          correspondan los dos recargos anteriores, es decir,
  cuando el abono
          se produce después de haber finalizado el plazo para el
  pago en
          periodo ejecutivo.









  
Estos
  recargos son incompatibles entre sí y se calculan sobre la
  totalidad de la deuda no ingresada en periodo voluntario. El
  único
  recargo que es compatible con los intereses de demora es el
  recargo
  de apremio ordinario (con el 20%).



  
	

        

  
El
          procedimiento de embargo de los bienes del deudor.









  
Si
  finalizado el plazo estipulado en la providencia de apremio el
  contribuyente no abona su deuda tributaria, se dicta una
  Providencia
  de Embargo de sus bienes para proceder al cobro de las
  cantidades que debe, el recargo de apremio, los intereses y, en
  su
  caso, las costas del procedimiento de apremio producidas.




  

    

      

        
El
        proceso de embargo está regulado por el artículo 131 de la
        Ley
        General Tributaria y por el artículo 112 del Reglamento
        General de
        Recaudación, que determina los bienes inembargables, los
        bienes
        embargables y el orden en el que se efectuarán los 
      
    
  


  

    

      

        

          
embargos
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        Según la normativa, el embargo de bienes se llevará a cabo
        en el
        siguiente orden:
      
    
  



  
	

        

  
Dinero
          en efectivo o en cuentas abiertas en entidades de
  crédito. Si
          existe alguna cuenta cuya titularidad corresponde a
  varias personas,
          solo se embargará la parte que atañe al deudor.


        

  
	

        

  
Créditos,
          efectos, valores y derechos realizables en el acto o a
  corto plazo
          (a menos de seis meses). Pueden ser enajenados con
  independencia de
          la fecha de amortización definitiva. La venta se
  realizará a
          través de los mercados secundarios oficiales en las
  mejores
          condiciones posibles y debe comprender un número de
  valores que
          cubra el importe total de la deuda.


        

  
	

        

  

    

      

        
Sueldos,
                salarios y pensiones. Estos conceptos están
        destinados a financiar
                las necesidades elementales del deudor. De acuerdo
        con el artículo
                607 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, es
        inembargable el 
      
    
  


  

    

      

        

          
salario
        
      
    
  


  

    

      

        
,
                sueldo, jornal, pensión, retribución o su
        equivalente, que no
                exceda del Salario Mínimo Interprofesional
        (SMI).
      
    
  


        

  
	

        

  

    

      

        
Bienes
                inmuebles. Para poder embargar un inmueble es
        necesario que sea
                propiedad del deudor. Si un bien propiedad del
        deudor,
                según 
      
    
  


  

    

      

        

          
escritura
                  pública
        
      
    
  


  

    

      

        
,
                no consta a su nombre en el Registro, por no
        haberlo presentado,
                Hacienda puede instar a su inscripción y después
        embargarlo. Según
                el artículo 140 del Reglamento Hipotecario, en un
        primer momento se
                suspenderá el embargo y se tomará anotación de la
        suspensión y,
                más tarde, se requerirá al que se considere dueño
        para que
                inscriba su dominio y, en caso de negarse, se podrá
        solicitar de
                forma judicial.
      
    
  


        

  
	

        

  

    

      

        
Intereses
                y rentas. Si lo embargado son rentas obtenidas por
        empresas o
                actividades comerciales, industriales y agrícolas,
        se puede nombrar
                un administrador o interventor. Cuando las rentas
        que se tiene
                intención de embargar corresponden a los derechos
        de explotación
                de una obra protegida por la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
                  de Propiedad Intelectual
        
      
    
  


  

    

      

        
,
                se considerarán salarios.
      
    
  


        

  
	

        

  
Establecimientos
          mercantiles o industriales. Se extenderá una diligencia,
  donde
          consten inventariados todos los bienes y derechos
  existentes en cada
          establecimiento embargado, así como los útiles que se
  embargan.
          Además, se debe hacer la anotación preventiva de embargo
  en el
          Registro de Bienes Muebles.


        

  
	

        

  
Joyas,
          metales preciosos y antigüedades.


        

  
	

        

  

    

      

        
Bienes
                muebles. El artículo 92.4 del 
      
    
  


  

    

      

        

          
Reglamento
                  General de Recaudación
        
      
    
  


  

    

      

        
,
                relativo al embargo de automóviles, camiones,
        motocicletas,
                embarcaciones, aeronaves u otros vehículos, señala
        que se
                notificará el embargo al deudor para que en un
        plazo de cinco días
                lo ponga a disposición de los órganos de
        recaudación, con su
                documentación y llaves. Si no lo hace, se dará
        orden a las
                autoridades para la captura, depósito y precinto de
        estos bienes.
      
    
  


        

  
	

        

  
Créditos
          realizables a largo plazo (a más de seis meses). El
  embargo se
          llevará a cabo mediante una diligencia de embargo que
  deberá
          identificar los valores conocidos por la Administración y
          comprenderá un número de valores que cubra el importe
  total de la
          deuda.









  
Qué
  bienes son inembargables




  

    

      

        
Los
        bienes inembargables están regulados en los artículos 605 y
        606 de
        la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          de Enjuiciamiento Civil
        
      
    
  


  

    

      

        
.
      
    
  





  
Son
  inembargables el mobiliario y el menaje del hogar, además de
  las ropas del deudor y de su familia, que no puedan considerarse
  superfluos y, en general, los bienes como alimentos, combustible
  y
  otros que, a juicio del tribunal, resulten imprescindibles para
  que el deudor y las personas que de él dependen puedan atender
  con
  dignidad a su subsistencia.





  
Los libros
  e instrumentos necesarios para el ejercicio de la profesión, arte
  u
  oficio a que se dedique el deudor son inembargables cuando su
  valor no guarde proporción con la cuantía de la deuda
  reclamada.





  
Otros
  haberes inembargables son los bienes sacros y los dedicados al
  culto de las religiones legalmente registradas, las cantidades
  expresamente declaradas inembargables por Ley y los bienes
  declarados
  inembargables por los Tratados ratificados por España.




 







  

    

      

        
La
        Agencia Tributaria puede cobrarse la deuda de una cuenta
        bancaria si
        avisa en tiempo y forma, aunque los ciudadanos pueden
        reclamar.
        Acudir al 
      
    
  


  

    

      

        

          
banco
        
      
    
  


  

    

      

        
 y
        ver cómo el saldo de una cuenta ha bajado de manera
        considerable sin
        nuestro permiso es un hecho que, en ocasiones puntuales,
        puede
        producirse. ¿Cómo es posible? Ante el adeudo de tributos
        como el
        IRPF o el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales, entre
        otros, la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Agencia
          Tributaria
        
      
    
  


  

    

      

        
 (AT)
        puede cobrarse el importe de la cuenta bancaria del moroso.
        Pero este
        procedimiento, en exclusiva administrativo, exige el debido
        aviso en tiempo y forma, ofrece a los ciudadanos la
        posibilidad de
        recurrir e, incluso, concede poder acceder a la vía
        judicial si
        no se está conforme con tal actuación. 
      
    
  





 







  

    

      

        
El
        procedimiento de embargo ante una deuda impagada con las
        administraciones públicas difiere de una deuda comercial
        corriente
        (la que puede mantenerse con una entidad de crédito o con
        un banco)
        en que no se resuelven por la vía mercantil, sino mediante
        un
        procedimiento administrativo. Así, el impago de multas, del
        
      
    
  


  

    

      

        

          
IRPF
        
      
    
  


  

    

      

        
 o
        de cualquiera de las diversas tasas e impuestos
        municipales, puede
        desembocar en un apremio contra el moroso, que incluye
        diversas vías,
        y que se puede librar contra distintos bienes.
      
    
  




  

    

      

        
La 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          Tributaria
        
      
    
  


  

    

      

        
 es
        clara al respecto, y ante la falta de respuesta del deudor
        a los
        requerimientos posteriores al vencimiento, establece el
        siguiente
        orden de embargo:
      
    
  



  
	

        

  
Dinero
          en efectivo o en cuentas abiertas en entidades de
  crédito.


        

  
	

        

  
Créditos,
          efectos y valores realizables en el corto plazo.


        

  
	

        

  
Sueldos,
          salarios y pensiones.








  

    

      

        
Y
        la lista continúa. Bienes inmuebles, establecimientos
        mercantiles, piedras y 
      
    
  


  

    

      

        

          
metales
          preciosos
        
      
    
  


  

    

      

        
…,
        una larga enumeración que asegura a la Agencia Tributaria
        el cobro
        de la deuda, los intereses y las costas del procedimiento
        de apremio
        causantes del conflicto.
      
    
  





  
No
  obstante, el orden puede variarse, si lo solicita el deudor y
  los bienes que este ofrece para responder a sus obligaciones
  presentan la misma eficacia y celeridad que los establecidos por
  la
  norma. En todo caso, el embargo se hará siempre «teniendo en
  cuenta
  la mayor facilidad de su enajenación y la menor onerosidad» para
  el
  deudor.




  

    

      

        
Del
        mismo modo, no puede echarse mano de los bienes
        inembargables
        establecidos en la 
      
    
  


  

    

      

        

          
Ley
          de Enjuiciamiento Civil
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        En concreto, en bienes relacionados con salarios y
        pensiones, el
        embargo no podrá exceder nunca el 
      
    
  


  

    

      

        

          
salario
          mínimo interprofesional
        
      
    
  


  

    

      

        
.
        Pero lo cierto es que, ante una deuda de este tipo, el
        primer bien
        comprometido es la cuenta corriente o caja fuerte de ahorro
        con
        dinero en efectivo en entidades de crédito a nombre del
        moroso. De
        hecho, los bancos y cajas tienen la obligación legal de
        brindar
        a las autoridades toda la información existente en su poder
        sobre
        estos bienes: saldos, movimientos, titularidad de las
        cuentas…
      
    
  





  
Procedimiento
  de apremio





  
Este
  procedimiento, reglado por la Ley Tributaria, garantiza los
  derechos de los deudores ante una inminente situación de embargo.
  De
  hecho, cualquier irregularidad en la operativa concede al
  ciudadano
  deudor la posibilidad de solicitar la nulidad del procedimiento y
  del
  embargo en curso, incluso recurriendo a la vía judicial, tras
  haber
  realizado las alegaciones pertinentes ante las autoridades
  administrativas.





  
Una
  vez vencido el pago, la Administración deberá comunicar de manera
  clara y concisa al moroso su falta. Esto quiere decir que debe
  enviar
  al domicilio legal del mismo una notificación en la que se
  identifique con precisión:



  
	

        

  
La deuda pendiente.


        

  
	

        

  
Los recargos correspondientes
          a la mora.


        

  
	

        

  
El requerimiento
          de pago en tiempo y forma.



















